
 

PRONUNCIAMIENTO OFICIAL ELLC 2015 

 

 

NUESTRA AMÉRICA LATINA 

 

En la Ciudad de México en el mes de mayo de 2015, nos hemos reunido líderes y lideresas de 

comunidades de asentamientos irregulares en situación de pobreza, procedentes de 18 países de 

América Latina. 

  

Somos conscientes de que a pesar de la distancia y de las fronteras es mucho más lo que nos une que 

lo que nos separa. Y en el nombre de nuestras comunidades, de los millones de latinoamericanos que 

viven en situación de pobreza y con la mirada puesta en un mundo mejor, hacemos este 

pronunciamiento. 

 

Reconocemos que nuestra América Latina es una región rica en recursos y diversidad. Y nos 

encontramos orgullosos de formar parte de esta tierra conformada por un pueblo luchador que, a 

pesar de las dificultades históricas, enfrenta con esperanza el desafío de construir una Latinoamérica 

grande, digna, feliz e igualitaria.  

 

A pesar de sus riquezas, América Latina es una región injusta. En nuestras sociedades predominan 

los intereses privados de grupos particulares, por sobre el desarrollo integral de todos los ciudadanos y 

ciudadanas.  

 

Somos la región más desigual del mundo. En nuestras sociedades de mercado, la calidad de vida 

depende principalmente de la capacidad económica de cada persona y gran parte de la población queda 

excluida, generando la vulneración de sus derechos humanos. 

  

En ese sentido, nos preocupan las debilidades de nuestras democracias. Que no han sido capaces 

de garantizar espacios donde los ciudadanos y ciudadanas nos encontremos en condiciones igualitarias 

en términos económicos, políticos y sociales. Hoy somos muchos los que no somos tomados en cuenta. 

 

PENSAR UN FUTURO DIFERENTE 

 

Como lo manifestamos reunidos en Lima en el 2011, en este II Encuentro Latinoamericano de Líderes 

Comunitarios, reiteramos la necesidad que tenemos de plantearnos nuevas formas pensar el futuro, 

partiendo del entendimiento del presente. Y queremos motivar a todo el pueblo de América Latina, a 

construir de manera colectiva y participativa una nueva sociedad que tenga en el centro el bien común 

de los seres humanos. 

 



 
Estamos trabajando por alcanzar sociedades de derechos que tengan por principio el 

reconocimiento de la ciudadanía como condición de igualdad. Donde todos podamos vivir con 

dignidad y participar activamente de la superación del individualismo que prioriza intereses particulares, 

para dar paso al desarrollo de nuevas dinámicas basadas en la solidaridad y la fraternidad. 

 

Por esa razón, reconocemos la necesidad de organizarnos y trabajar por el derecho a la ciudad y su 

entorno rural, como una nueva manera de promover, respetar, defender y realizar los derechos civiles, 

políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales garantizados en instrumentos regionales e 

internacionales de derechos humanos. 

 

Queremos una Latinoamérica de todos y para todos. Nos reconocemos como actores protagonistas 

de su construcción. Nuestra experiencia comunitaria nos asegura que el trabajo en conjunto, la 

solidaridad y la organización, son las bases para enfrentar los retos de la transformación social de la cual 

queremos participar desde el desarrollo de nuestras comunidades, en coordinación con las iniciativas 

populares y demás actores que participan en este desafío por el cambio. 

 

LOS ASENTAMIENTOS IRREGULARES Y NUESTRAS DEMANDAS 

 

Reconocemos que los asentamientos irregulares en situación de pobreza son la manifestación extrema 

de una dinámica estructural de desigualdad social. Latinoamérica es una región de ciudades sin 

ciudadanos y ciudadanos sin ciudades. 

  

Somos 113 millones de latinoamericanos los que habitamos en estos asentamientos, donde se ven 

vulnerados los derechos humanos de sus pobladores. En contradicción con estos derechos, nuestras 

comunidades se caracterizan por la irregularidad de la tenencia de la tierra. El suelo que habitamos es 

considerado como una mercancía al servicio de intereses privados de grupos particulares antes que un 

derecho de quienes lo ocupamos, lo cuidamos y velamos por su desarrollo. 

 

Las dificultades para regularizar la tierra, la segregación social y la falta de capacidad y voluntad de los 

gobiernos para responder a los intereses y necesidades de nuestra población, nos coloca en una 

situación de exclusión social que nos impide acceder a bienes y servicios asociados a nuestros 

derechos como la educación, la salud, la seguridad social, entre otros. Estos deberían estar 

garantizados para quienes habitamos este territorio. 

 

Queremos que se entienda, vivimos en tierras irregulares porque es la única opción que tenemos. Si 

estamos colgados de la luz, es porque se nos impide acceder de manera regular a los servicios básicos. 

 

Pretendemos que los distintos Estados regulen el uso del suelo para que todos podamos acceder a él 

de manera justa y segura, sin ser víctimas de la especulación del mercado inmobiliario. Es imperante 

tomar en consideración que los Estados se comprometan de manera urgente a brindar el acceso formal 



 
a los servicios básicos a todos los asentamientos, y a garantizar la salud y la educación pública, gratuita 

y de calidad. 

 

Estamos cansados de ver políticas habitacionales donde predomina la rentabilidad económica. 

Frustrando el sueño de nuestras familias, al separarnos y mandarnos lejos de nuestras fuentes de 

trabajo, a cambio de viviendas de pésima calidad. No hay política habitacional efectiva sin la 

participación de las comunidades. 

 

No somos responsables de la inseguridad que azota a nuestra región, sino que cargamos con sus 

peores consecuencias. A diferencia de algunas minorías, nosotros no contamos con seguridad privada, 

cámaras de vigilancia ni alarmas.  Lo que exigimos es un sistema de justicia y seguridad pública que, 

en lugar de actuar contra nosotros, sea garantía del bienestar de todos los ciudadanos. 

 

Queremos una política construida desde la ciudadanía. Sabemos por experiencia propia que, salvo 

excepciones, en nuestras comunidades hay una ausencia casi total del Estado. Y si los políticos 

aparecen, es solamente antes de las elecciones. Una vez electos no les volvemos a ver.  

 

Para tomar mejores decisiones, vemos imprescindible que en todos los niveles del sector público se 

conozca nuestra realidad. Tal vez así los políticos vean que la corrupción que privilegia intereses 

privados se traduce directamente en falta de acceso a educación, salud, agua, electricidad, etcétera, y 

que eso repercute en el desarrollo integral de cada persona, especialmente en los niños y niñas. Hay 

que terminar con la corrupción, creando Estados transparentes que rindan cuentas. 

 

Asimismo, creemos indispensable y urgente la articulación entre las distintas esferas 

gubernamentales y las comunidades en la planificación y ejecución de las políticas públicas que 

impactan en los asentamientos. Lo reiteramos, sin participación de las comunidades en las soluciones, 

no hay políticas efectivas posibles. 

 

En definitiva, lo que estamos exigiendo es nada más y nada menos que se cumplan los derechos que 

tenemos como ciudadanos. 

 

NUESTROS COMPROMISOS  

 

Al ser coherentes con lo que significa el ejercicio de la ciudadanía, hacemos explícitos los compromisos 

de nuestra parte que consideramos necesarios para garantizar el cumplimiento de los derechos exigidos. 

 

Somos conscientes de que la construcción de una sociedad para todos y todas es una responsabilidad 

compartida por diferentes actores de la sociedad. Con lo cual asumimos el compromiso de la 

participación ciudadana, entendiéndose ésta como el involucramiento basado en la acción, la reflexión 

y el compromiso con  los temas de interés público.  



 
 

Además, asumimos el compromiso de una participación organizada, entendiendo la organización 

comunitaria como una forma de trabajo guiada por las personas que viven en los asentamientos 

irregulares de la región, y representativa de sus intereses y necesidades comunes. Queremos que más 

pobladores y comunidades conozcan las herramientas necesarias para exigir sus derechos, cumplir 

sus responsabilidades y tomar parte en procesos de acción colectiva. 

 

Creemos en el diálogo abierto, sincero y transparente, entre nosotros, con gobiernos y autoridades 

locales y nacionales y con otros actores de la sociedad. Y nos comprometemos a promoverlo. Lo 

anterior, reconociendo que es la herramienta fundamental para la construcción de una visión de sociedad 

que realmente incluya los intereses de todas las personas. 

 

Cansados del desvío de fondos y de decisiones parciales, nos comprometemos a estar pendientes del 

uso correcto de los recursos públicos. El respeto por la dignidad humana y por las regulaciones legales 

deben ser los principios que guíen las acciones de los gobernantes y las instituciones que dirigen en 

nombre de todos y todas las ciudadanas. 

 

Queremos asumir un papel activo en la construcción de nuestras comunidades y su entorno, que tome 

en cuenta diversos mecanismos de participación comunitaria. 

 

Al ver a los niños y niñas de nuestras comunidades con un potencial enorme, y queriendo que tengan 

una vida mejor, nos sentimos con el deber de brindarles una adecuada educación sobre sus derechos 

y obligaciones como ciudadanos y ciudadanas activos, siendo capaces de aportar a la construcción 

de una sociedad más justa y equitativa.  

 

Entendemos que nos pueden faltar algunas herramientas para cumplir con todo esto, por lo que nos 

comprometemos a capacitarnos e informarnos para poder llevar esos conocimientos a las 

comunidades de la región con las que compartimos situaciones similares.  

 

Sabemos que esta es una lucha que nos une con las grandes mayorías del pueblo latinoamericano. 

Por lo cual nos comprometemos a trabajar junto a organizaciones e iniciativas de carácter nacional, 

regional e internacional con quienes compartimos estos desafíos. 

 

Una sociedad más justa, solidaria e igualitaria es responsabilidad de todos los ciudadanos y gobiernos 

de la región. Reunidos acá, queremos exigirlo con la fuerza que representan las comunidades a las 

que pertenecemos. Dispuestos a que la historia no se siga repitiendo y con la esperanza puesta en el 

futuro, al firmar este pronunciamiento nos comprometemos con la construcción de una Latinoamérica 

de todos y para todos. 

En la ciudad de México, a los 22 días de mayo de 2015. 

 



 

PAÍSES PARTICIPANTES 

Argentina 
Bolivia 
Brasil 
Chile 
Colombia 
Costa Rica 
 

 

Ecuador 
El Salvador 
Guatemala 
Haití 
Honduras 
México 
 

Nicaragua 
Panamá 
Paraguay 
Perú 
República Dominicana 
Uruguay 
Venezuela 

 

 

 


